
LA SEGURIDAD Y LA POLICÍA ENTRE
MODERNIDAD Y POSMODERNIDAD.
Notas para un análisis sistémico sobre
sus procesos de cambio

José Luis Domínguez Figueirido*

Xavier Virgili i Abelló**

1. INTRODUCCIÓN

En este trabajo pretendemos realizar una
primera aproximación, desde una
perspectiva macrosociológica y sis-
témica, a la cuestión de cómo ha
evolucionado la idea de seguridad –más
concretamente, siguiendo la termino-
logía francesa, la idea de seguridad in-
terior– desde los esquemas propios del
Estado liberal hasta nuestros días.

En nuestra opinión, las dinámicas de
cambio que surgen de esta evolución
tienen hoy una especial trascendencia
pues manifiestan una redefinición en
profundidad –todavía no concluida sino
en pleno proceso de elaboración– de la
forma de concebir la seguridad y la

policía en la posmodernidad1. En otros
términos, estas dinámicas permiten
describir qué discurso se intenta
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1. Utilizamos la categoría posmodernidad en un
sentido estricto, esto es, como el “conjunto
de ideas y teorías que han aparecido en el
campo de las ciencias sociales y humanas
hacia finales del siglo XX como respuesta al
fracaso del modernismo o de la modernidad”
(Giner, Lamo y Torres [ed.], 1998, 590). Para
un análisis de los debates sobre la modernidad,
modernización y posmodernidad desde la
perspectiva de sus consecuencias en el sistema
social puede acudirse a los trabajos de
Barcellona (1992), Beck, Giddens y Lash
(1997) y Beriain (Comp. 1996).
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construir sobre la policía en nuestro
tiempo y qué conflictos debe resolver
ésta si desea definir con claridad su papel
en el sistema de seguridad contem-
poráneo.

Sin embargo, una reflexión de este tipo
–con un alto nivel de abstracción y de
generalización– corre el riesgo de ser
vivida como una forma de perder el
tiempo por quienes hayan aceptado que,
una vez agotada la idea de progreso, sólo
nos queda el presente y que en él no
parece probable que la abstracción nos
ayude a tomar ese tipo de decisiones que
presentan el irresistible encanto de lo
inmediato y de lo funcional2.

Este riesgo es todavía más considerable
en un ámbito como el de la seguridad,
claramente expuesto a la presión del
tiempo3, ya que en su desarrollo
operativo entran en juego –incluso en
ocasiones contraponiéndose entre sí–
valores materiales fundamentales que no
podemos arriesgarnos a debilitar o a
perder.

Por nuestra parte, creemos que el
reconocimiento de la dificultad de la
tarea policial no debe conducir ni al

2. La teoría del progreso se desarrolla a partir de
la ilustración y encuentra un impulso decisivo
en el pensamiento social decimonónico, que
la ligó a los fenómenos relacionados con la
industrialización y a sus previsibles conse-
cuencias positivas. Es propio de este sistema
de creencias mantener que el avance tecno-
lógico daría lugar a mejoras en el bienestar
material que se reflejarían en unos niveles más
elevados de salud y en una mayor esperanza
de vida, pero también en el aumento de los
derechos de la ciudadanía, la alfabetización y
la educación. En este sentido, el progreso era
entendido como la manifestación social de la
razón, el conocimiento y la tecnología
(Abercrombie, Hill y Turner, 1986, 194).
Sin embargo, desde finales del siglo XIX y
durante el siglo XX diversos factores (entre
ellos la amenaza constante del holocausto y
el advenimiento de la guerra global, el fas-
cismo y los gobiernos totalitarios) hicieron que
se desvaneciera el ensueño que sostenía la
naturaleza progresista de la sociedad indus-
trial. La amenaza constante que la indus-
trialización supone para el medio ambiente y
las dudas sobre la sostenibilidad del modelo
de economía de mercado no han hecho sino
reforzar esta falta de fe en la idea de progreso.
De entre los movimientos críticos con esta idea
nos interesa resaltar la visión de la posmo-
dernidad. Esta corriente, al constatar la

existencia de una perenne crisis de valores
(asociada a la pérdida de las referencias sobre
la autenticidad y la verdad) llega a dibujar, en
sus manifestaciones más radicales, una
sociedad a la que sólo importa la reproducción
y representación de su propio presente y que,
en consecuencia, ha renunciado al progreso y
a la transformación social. Una perspectiva
cínica podría sostener, entonces, que la única
salvación plausible que le queda al individuo
consiste en concluir con éxito la repre-
sentación del papel social que éste haya
escogido, cualquiera que sea el precio que se
deba pagar por ello.
Pero esta postura cínica debe enfrentarse, al
menos, a un escollo dentro de su propio marco
de referencia: no todas las dimensiones de la
teoría del progreso se han visto afectadas en
la misma medida por la crisis antes comentada.
Si bien es cierto que hoy se duda sobre la
posibilidad de un progreso ético o moral y que
en el plano estético asistimos más a una
recuperación de sensibilidades pasadas que a
un salto hacia adelante, no parece posible
negar que en el ámbito cognitivo el progreso
–aunque sólo sea entendido en un sentido
instrumental y cuantitativo– es indiscutible y
que el avance de conocimientos ha sido y sigue
siendo espectacular.

3. Luhmann (1997, 31-38) ha subrayado cómo
la presión del tiempo establece unos límites
fácticos, difícilmente franqueables, frente a las
exigencias de racionalidad y de democra-
tización que se predican tradicionalmente
respecto de los procesos decisionales
desarrollados en organizaciones complejas.



149La seguridad y la policía entre modernidad y posmodernidad…

casuismo ni al reduccionismo en los
niveles reflexivos sobre la seguridad. De
hecho, sostenemos que un análisis de
discursos como el aquí emprendido
puede ser útil, al menos, en tres sentidos.

En primer lugar, porque el discurso es
una parte integrante de la realidad so-
cial y como tal actúa como la fuente de
las razones que justifican o descalifican
el decidir y el obrar en sociedad. El
discurso es, en este sentido, uno de los
posibles puntos de referencia para cada
una de nuestras concretas decisiones y
acciones4. En otras palabras, sin él una
decisión o una acción corre el riesgo de
ser calificada como irracional y como lo
más frecuente es que nadie desee que su
decidir y su obrar aparezcan como
irracionales ante los demás solemos
echar mano de los discursos.

Un segundo motivo para prestar atención
a los discursos consiste en que éstos no
sólo integran la realidad social sino que
ayudan a construirla5. Aquí ya no se trata
de definir la racionalidad de las ideas
aportadas sino de establecer las coor-
denadas en las que se mueve nuestra
realidad a partir de las definiciones,
explicitadas o no, que cualquier discurso
conlleva. Desde esta perspectiva, el dis-

curso nos ofrece un marco de referencia
para nuestra decisión o para nuestra
acción.

En tercer lugar, debe señalarse que en la
teoría sistémica los discursos elaborados
por un sistema (que se encuentra
sometido a un proceso de adaptación
constante al entorno pues de lo contrario
pone en juego su propia subsistencia)
constituyen el resultado de la combi-
nación entre un mecanismo de obser-
vación autorreferido –cuando el sistema
se observa a sí mismo– y la práctica de
referencias externas para la obtención de
información relevante –cuando el sis-
tema observa su entorno o los sistemas
con los que (o dentro de los que) opera.
Esta combinación entre autopoiesis y
apertura cognitiva nos ofrece, por tanto,
datos de interés acerca de cómo se ve a
sí mismo ese sistema y sobre cómo se
relaciona con ese entorno6.

Esta forma sistémica de obtener y
procesar la información exige, para
llevar a cabo un análisis sobre los dis-
cursos emergentes en materia de
seguridad y policía, tener en cuenta el
ruido de fondo que el entorno provoca y
que, al ser captado por las partes más

4. Esta cuestión resulta especialmente importante
en un sistema democrático, al menos cuando
tal sistema se concibe como un espacio de
toma de decisiones basado –o que aspira a ser
basado– en reglas racionales (Alexy, 1989).

5. Hacemos referencia en este punto a la
categoría de construcción social de la realidad
(Berger y Luckmann, 1986), si bien inter-
pretada en un sentido limitado o episte-
mológico (Bunge, 1995, 28) que permite
adoptar una óptica realista útil para entender
ciertos procesos comunicativos que se dan
entre sistema social, político y jurídico.

6. Las cuestiones de los mecanismos auto-
rreferenciales y de la apertura cognitiva
constituyen elementos básicos de la teoría de
los sistemas en su versión luhmanniana y en
la relectura que de la misma realiza Teubner
(1985 y 1986). Para más información sobre
las mismas puede acudirse directamente a los
trabajos de Luhmann (en especial 1990, 1996
y 1998) y de Luhmann y de Giorgi (1998) o
alguna de las introducciones generales a su
teoría, como las realizadas por Arnaud y
Guibentif (1993), García Amado (1997),
Giménez Alcover (1993), Izuzquiza (1990),
Navas (1989) y Prieto (1998).
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sensibles del sistema, le sugiere trans-
formaciones. En este sentido, la vincula-
ción funcional que tradicionalmente ha
existido entre sistema jurídico, sistema
penal, seguridad y policía, nos obliga a
tener presentes y a conectar los elemen-
tos evolutivos de estos diversos ámbitos.

Esta conexión se ensaya en las páginas
que siguen a partir de tres fotogramas
relativos al Estado liberal, al Estado de
bienestar y a la situación generada tras
la crisis de este último. Un fotograma
ofrece la ventaja de, siempre que haya
sido correctamente escogido, condensar
mucha información, de ser represen-
tativo, lo cual es útil para la formulación
de modelos. Por el contrario, su carácter
estático genera una tendencia a la pér-
dida de los detalles que se van desgra-
nando a lo largo de un hilo narrativo.
Este defecto, especialmente relevante
para un texto que tiende hacia la
descripción del aspecto dinámico de las
relaciones sociales, sólo puede ser
solventado mediante referencias que
permitan al lector, si así lo desea, descen-
der a cada uno de los escenarios ahora
omitidos.

2. CONTROL, SEGURIDAD Y
DERECHO EN EL MODELO
LIBERAL DE RELACIONES
SOCIALES

2.1 La estrategia liberal sobre el
control y la seguridad

El Estado liberal supuso la formalización
de unas estructuras de gobierno pensadas
en función del nuevo sistema económico
establecido, el capitalista, y ejecutadas
por una clase social determinada, la

burguesa. En este sentido, el acceso de
la burguesía al poder a principios del
siglo XIX exigió la creación de un dis-
curso sobre las formas jurídicas utili-
zadas para vehicular los designios del
nuevo gobierno pero también el diseño
y desarrollo de un conjunto de técnicas
y estrategias destinadas a traducir en
términos operativos los esquemas de
autoridad y de producción en los diver-
sos ámbitos de la vida social7.

El eje central de la nueva idea de go-
bierno no fue otra que el control de la
población8. De hecho, el establecimiento
de unas políticas dirigidas a modelar los
comportamientos y las voluntades de los

7. Foucault (1985a, 1985b, 1990, 1992 y 1993)
resaltó como el disciplinamiento de las
sociedades europeas acaecido desde el siglo
XVIII puede caracterizarse como la búsqueda
de un ajuste cada vez mejor controlado, más
racional y económico, entre actividades pro-
ductivas, redes de comunicación y juego de
las relaciones de poder. Así mismo señaló que
si bien relaciones de poder, producción y
comunicación se dan soporte recíproco y se
sirven mutuamente de instrumento, no es
posible establecer un tipo general de equilibrio
entre las mismas. Lo que sí cabe es identificar,
y analizar empíricamente, bloques en los
cuales el ajuste de estas relaciones da lugar a
sistemas regulados y concertados, disciplinas
en terminología foucaultiana.
En el ámbito de las relaciones de poder
Foucault destacó como el Estado moderno
recuperó y reelaboró la vieja técnica del poder
pastoral. Una revisión de la perspectiva
foucaultiana sobre el poder ligada a la consta-
tación de su capacidad interpretativa respecto
de las actuales técnicas de control y seguridad
puede encontrarse en Domínguez (1995, 161-
167).

8. Una descripción detallada y bastante exhaus-
tiva de los mecanismos de control social de la
población desarrollados por el Estado
moderno puede encontrarse en Bergalli y Marí
–Coords.– (1989).
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súbditos sólo era factible mediante la
primacía, en este nivel, del concepto de
población sobre el de territorio9.

Gracias a las investigaciones desa-
rrolladas en los últimos decenios por las
ciencias sociales ha sido posible
identificar una especie de núcleo duro
en esas estrategias de control social,
constituido por el sistema productivo, el
educativo, el sanitario y el jurídico
(incluyendo éste al subsistema penal).
Cada uno de esos sistemas desarrolló
ideologías y esquemas institucionales (y
dentro de ellos espacios arquitectónicos
como la fábrica, la escuela, el hospital,
el manicomio y la prisión) pensados
específicamente para el desarrollo de
esas estrategias en cada concreto ámbito
de disciplinamiento.

Pero lo relevante a nuestros efectos es
que esta nueva ideología burguesa sobre
el control social presentaba entre sus
puntos de referencia fundamentales una
manera estable, no sujeta a los vaivenes
motivados por los cambios en los grupos
o sujetos que ostentan el poder, de definir
las ideas de orden y de seguridad.

Ciertamente la idea de la búsqueda de la
seguridad ante el peligro ha estado pre-
sente en todas las sociedades indepen-
dientemente del momento histórico en
el que se han dado o del nivel de comple-
jidad tecnológica o de organización
institucional que han sido capaces de
desarrollar. El miedo a lo desconocido,
a la muerte, al sufrimiento físico, al
hambre, a la catástrofe natural, a la
usurpación del territorio y de los bienes
propios, etc., es decir, a todo el conjunto
de situaciones y conflictos que se esca-
paban al control del propio individuo,
ha tenido siempre como respuesta el
establecimiento de mecanismos sociales
legitimados para intentar solucionarlos
o minimizarlos10.

Podríamos afirmar, por lo tanto, que el
hecho de que el concepto de seguridad
planee sobre el nuevo orden burgués no
es relevante en cuanto novedad histórica;
sin embargo, sí lo es en cuanto que en
este nuevo orden los mecanismos para
la obtención de seguridad quedan bajo
el manto de las nuevas organizaciones
legitimadas por el Estado burgués y en
cuanto que, esto es lo más importante,
se crea un doble nivel en el discurso de
la seguridad, con objetivos bien dife-
renciados en cada nivel pero conectados
entre sí.

En el nivel más profundo la seguridad
pasará a significar la necesidad de
garantizar el mantenimiento del nuevo
sistema económico-social y, en los es-
quemas propios de la modernidad, la
perpetuación de la clase social que lo

9. Foucault (1981, 22) señala que “la población
aparecerá sobre todo como fin último del
gobierno, ya que su fin no es gobernar sino
mejorar la suerte de la población, aumentar
su riqueza, su duración de vida, su salud, etc.
Y los instrumentos que el gobierno se procu-
rará para obtener estos logros son en cierto
sentido inmanentes a la población misma
sobre la que se actúa directamente mediante
campañas, o indirectamente mediante técnicas
que permitan estimular, sin que la gente se
sienta demasiado presionada, la tasa de
natalidad, dirigir los flujos de población hacia
ciertas zonas o hacia una determinada
actividad, etc.”.

10. En esta línea resulta un ejercicio muy
interesante la lectura de los libros de Douglas
(1991) y de Gluckman (1978).
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gestiona desde el poder. Hablamos en
este nivel de una seguridad del sistema
social considerado en su conjunto. Dicho
nivel estará presente en todo el instru-
mental burgués11.

En el nivel más superficial seguridad
significará que las políticas de control
social deben generar en la población un
sentimiento de aceptación del nuevo
orden como resultado de sentirse prote-
gida de los riesgos sociales. Esta acep-
tación implica un mecanismo de doble
sentido, pues lo que para unos puede
significar motivación (por ejemplo,
asegurar una acumulación económica no
cuestionada) para otros puede suponer
coacción (siguiendo con el mismo
ejemplo, condicionando al individuo
hacia una determinada forma de
producción en la que ocupaba un papel
subalterno o castigándole si no respeta
las pautas jurídicas establecidas)12.
Hacemos referencia aquí a las políticas
de seguridad que se van creando por
diferenciación funcional en los diversos
subsistemas sociales (la seguridad en el
trabajo, la protección frente a la enfer-
medad, la seguridad frente al delito,

etc.)13 y que van dirigidas directamente
a los ciudadanos. El éxito de este se-
gundo nivel garantiza la obtención el
primero; en otros términos, el nivel de
las políticas de seguridad dirigidas a los
ciudadanos está orientado siempre en
función de la seguridad del sistema14.

Este doble nivel en los objetivos y la
transversalidad sistémica de la idea de
seguridad que esta duplicidad comporta
(su presencia en los más variados ámbi-
tos de la vida ciudadana) son los factores
que han dificultado obtener, a pesar de
los esfuerzos doctrinales realizados, una
definición clara de lo que es la seguridad
y una diferenciación con respecto de la
idea de orden.

Probablemente la primera de estas cues-
tiones es irresoluble, pues nos encon-
tramos ante un concepto poliédrico y
polifuncional que se utiliza en niveles
de la realidad extraordinariamente di-
versos entre sí. En todo caso puede
ensayarse la fragmentación del concepto
en cada subsistema para su mejor
comprensión, procediendo después a
analizar si existen elementos estruc-

11. También en la forma de concebir la policía.
En esta línea Recasens (1986, 1989a, 1989b,
1991 y 1993) ha desarrollado su análisis del
concepto de aparato policial.

12. Aunque en este momento histórico la coacción
prima sobre la integración en las políticas de
seguridad, es importante destacar que el
Estado liberal también utilizó de manera in-
cipiente mecanismos de motivación positiva
con un cierto sentido interclasista aunque,
evidentemente, esta orientación sólo encuentra
su máxima manifestación en el Estado social.
Las circunstancias del mercado y el primi-
tivismo del instrumental utilizado no pedían,
ni permitían, otra cosa.

13. En la perspectiva sistémica los subsistemas
nacen para permitir una mejor adaptación del
sistema social al entorno. Ello se consigue por
la vía de la diferenciación funcional, es decir,
cada subsistema supone una especialización
dirigida a obtener una mejora en el funcio-
namiento de un ámbito que debe ser privi-
legiado en virtud de las necesidades del
sistema social global.

14. “...la población aparecerá como sujeto de
necesidades, de aspiraciones, pero también
como objeto de la intervención del gobierno;
consciente frente al gobierno de lo que quiere
e inconsciente de quien le hace quererlo”.
(Foucault, 1981, 23).



153La seguridad y la policía entre modernidad y posmodernidad…

turales comunes en esas diversas formas
de entender la seguridad.

Pero la aplicación de la perspectiva
sistémica sí arroja luz de manera
inmediata sobre la segunda de las citadas
cuestiones: la idea de orden hace
referencia al conjunto de reglas
fundamentales para el funcionamiento
del sistema social, es algo así como su
programa15; y este programa necesita de
un sistema de seguridad si se desea evitar
su inutilización.

2.2 La hegemonía del discurso
médico

En el apartado anterior hemos señalado
que en el modelo liberal la cuestión de
la seguridad aparece de manera transver-
sal por todo el sistema social y que va
adquiriendo especialidades en los
diversos susbsistemas encargados de
conseguir, por la vía de los objetivos

específicos de las diversas políticas
públicas, una legitimación de la nueva
manera de concebir las relaciones
políticas, económicas y sociales.

Ahora bien, también debemos subrayar
que no todos los discursos sobre la
seguridad frente a los riesgos tienen el
mismo ritmo de desarrollo ni alcanzan
el mismo nivel de maniobrabilidad. La
observación de los diversos complejos
de disciplinamiento parece indicarnos
más bien que cada subsistema mantiene
un desarrollo peculiar de su instrumen-
tal dentro de las coordenadas generales
en las que se mueve el sistema social.

De hecho, es posible apreciar como en
un determinado momento histórico un
subsistema presenta un discurso (con los
elementos ideológicos, estructurales e
institucionales que comporta) mucho
más acabado. La presión del entorno, las
necesidades del sistema social y el pro-
pio equilibrio funcional entre los diver-
sos subsistemas parecen implicar que su
ritmo de elaboración sea más rápido y
que reciba mayores atenciones y
esfuerzos.

Al reflejar mejor las necesidades sisté-
micas, las formas ideológicas y organi-
zativas de estos discursos presentan una
cierta fuerza expansiva o, por utilizar
otros términos, una mayor capacidad de
conducción de las relaciones sociales; es
decir, pueden ser utilizadas como
modelos por otros susbsistemas.

Por tanto, un discurso aparece como
hegemónico cuando presenta una
capacidad para centrar la atención de los
mecanismos de observación reflexiva de
los otros subsistemas, especialmente si

15. Para Luhmann los programas son conjuntos
de condiciones que sientan las bases de una
decisión correcta ya que establecen los crite-
rios para definir la rectitud de las operaciones
realizadas por el sistema y para controlar los
cursos de comportamiento. Mediante los
programas se ordena la información que se
introduce en el sistema, distribuyéndola hacia
alguno de los valores que están representados
en los códigos de funcionamiento de ese
sistema.
Por su parte, el código es una estructura de
carácter binario (por ejemplo, bueno-malo o
lícito-ilícito) que permite, gracias a la media-
ción de los programas, conectar y ordenar la
información recibida por el sistema a uno de
sus extremos. De esta manera el sistema puede
almacenar –en lo que Luhmann denomina
como estructuras– la información que necesita
para llevar a cabo, más rápidamente y con más
sencillez, las tareas que justifican su existencia
y reproducción.
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se trata de aquéllos que conforman el
núcleo duro al que hacíamos referencia
anteriormente. La hegemonía de un
subsistema –y del discurso elaborado por
él– debe interpretarse, entonces, en
términos de capacidad de expansión de
los códigos y programas que elabora, no
como funcionalidad excluyente ni domi-
nante respecto de los otros subsistemas
(que, por lo tanto, siguen desarrollando
sus funciones específicas con norma-
lidad pero, por decirlo de una manera
expresiva, en mejor sintonía) ni como
intromisión obligada en las pautas de
funcionamiento de los mismos (ya que
les otorga una ayuda inesperada para la
reducción del complejo mundo que los
rodea gracias a la adaptación de dichos
códigos y programas a su concreta
función). Pero como dicha hegemonía
implica un debate entre lógicas diversas,
las ya existentes y la emergente, es
evidente que va acompañada de situa-
ciones conflictivas.

En este estricto sentido sostenemos que
el discurso elaborado por el sistema
sanitario, el discurso médico, ha sido el
predominante en materia de seguridad
durante el siglo XIX y los dos primeros
tercios del siglo XX, dando lugar a lo
que se ha denominado medicalización de
la sociedad16.

En consecuencia, el análisis del discurso
médico nos permitirá identificar las
características que han dotado al sistema
sanitario de la referida capacidad expan-
siva y, mediante un simple procedi-
miento comparativo, observar si esas
características se reiteran en otros subsis-
temas que ofrezcan su candidatura para
constituir su discurso en hegemónico17.

¿Cuáles son las características que iden-
tifican al sistema sanitario desarrollado
a partir del siglo XIX?18.

a) El diseño de un corpus de conoci-
mientos teóricos, adecuadamente codi-
ficado, y de unos mecanismos –que
presentan importantes elementos
simbólicos y rituales– legitimados de
transmisión académica de los mismos.
En suma, el nacimiento de una disci-
plina, la medicina.

b) El asentamiento y desarrollo de una
profesión, la de médico, que quedará
asociada a un estatus social elevado. Al
mismo tiempo se propició la creación de

16. No pretendemos realizar un repaso exhaustivo
de las transformaciones históricas que posi-
bilitaron este predominio. Un buen esquema
sobre esta cuestión puede encontrarse en
Varela y Álvarez-Uría (1989).
Para seguir la influencia del discurso médico
en los mecanismos de control social desa-
rrollados por el orden burgués, con especial
referencia al caso español, puede acudirse a
Álvarez-Uría (1983 y 1989), Comelles (1988),
Maristany (1973) y Peset (1983).

17. La presencia de estas características en un
subsistema señala únicamente una capacidad
potencial. La hegemonía del discurso exige
que el subsistema desarrolle una tarea espe-
cialmente relevante –que se ubique dentro del
núcleo duro del sistema social desde el punto
de vista de su funcionalidad– y que el diseño
o la configuración actual de esas carac-
terísticas le otorguen una mayor capacidad
(con relación a otros subsistemas) para atender
a la principal necesidad del sistema social:
transformar en información utilizable por todo
el conjunto de subsistemas el marasmo
comunicativo que se produce en el entorno
debido a su extrema complejidad.

18. Una buena parte de lo desarrollado a conti-
nuación se basa en el trabajo de Rodríguez
(1984, 101-113).
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profesiones, y de áreas de conocimiento,
asociadas (enfermería, técnicos de
laboratorio, farmacéuticos, etc.) pero
subsidiarizadas funcionalmente19.

c) La aparición de conceptos nuevos
como el de salud y los asociados a él (en-
fermedad, higiene, etc.). Estos conceptos
le otorgaron un código (sano-enfermo)
y unos programas (el desarrollo de la
sintomatología, del diagnóstico y del
tratamiento están vinculados a ellos) con
capacidad para ordenar la información
sobre la población con cierto éxito. El
carácter científico de estos mecanismos
–y, en consecuencia, su aparente neutra-
lidad– los hacía fácilmente exportables
a otras áreas de control20 sin que ello les

inutilizara para realizar la función pri-
mordial que estaban llamados a realizar
respecto del sistema social. Como han
resaltado Varela y Álvarez-Uría (1989,
58) asegurar la salud de los cuerpos de
productores e industriales representaba
la otra cara de la moneda de la salud del
mercado.

d) La ubicación de los riesgos –en este
caso la enfermedad– o bien fuera del
sistema social, de manera que el subsis-
tema sanitario aparece como un cordón
de protección frente a las amenazas
procedentes del entorno, o bien en el
funcionamiento anormal del sistema. De
esta manera se generan –sobre una base
pretendidamente científica pero que
tiene mucho de política– dos criterios de
asignación de riesgos, lo extraño y lo
anormal, que al ser traducidos al ámbito
social cobran una indefinición suficiente
como para que puedan ser utilizados con
éxito por los diversos subsistemas.

e) La creación de diversas industrias en
el ámbito de la salud: unas de carácter
principal (como la hospitalaria, la farma-
cológica y la tecnológica) y otras subsi-
diarias (como las relacionadas con el
culto al cuerpo: cosmética, estética, etc.).

f) Se expropia a la población la capa-
cidad para controlar su salud y su enfer-
medad. Como consecuencia de esta
expropiación salud y enfermedad deja-
ron de ser, progresivamente, algo vivido
por los individuos de manera integrada
en un ámbito de intimidad (personal o
familiar) para pasar a ser cuestiones
controladas y gestionadas exteriormente
por personas e instituciones ajenas al
ámbito de la red social propia. La sinto-
matología, el diagnóstico y el trata-

19. Debe subrayarse que la expansión de la nueva
profesión se produce mediante un proceso de
sustitución funcional que se desarrolla en el
nuevo mercado de trabajo creado por el
sistema capitalista. La medicina como disci-
plina y el médico como especialista fueron
afirmándose (y obteniendo una parcela de
poder) con la legitimidad otorgada por las
instituciones estatales al mismo tiempo que
desaparecían o se diluían costumbres muy
arraigadas y figuras socialmente integradas
que hasta aquel momento ocupaban el espacio
de lo curativo.

20. Mediante la higiene y salubridad públicas se
planificaron aspectos esenciales de las polí-
ticas urbanas; a través del control de las
enfermedades de transmisión sexual la medi-
cina encontró ubicación en el terreno de la
sexualidad y la moralidad; a través de las
políticas de planificación familiar y el aborto
entró en el ámbito familiar; a través de los
hábitos de higiene en el mundo laboral y en
las escuelas; generó un sentido y una idea de
propiedad sobre la vida y la muerte en su
tratamiento de cuestiones como la eutanasia;
incidió en el sistema penal –gracias a la
criminología positivista– por su presencia en
las técnicas de asignación de la etiqueta de
criminal, en el tratamiento del delincuente o
en la criminalización de determinadas pautas
de conducta; etc.
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miento fueron, precisamente, los tres
pasos establecidos científicamente para
controlar la enfermedad de un sujeto
convertido en paciente, en objeto de
estudio sin entidad propia21.

2.3 La ideología liberal sobre el
derecho y el Estado

La formalización y estabilización de este
entramado de estrategias de control no
hubiera sido posible sin la participación
del sistema jurídico. En realidad éste
cumplió un doble papel: hizo públicas
las reglas del juego burgués (Arnaud,
1978) y señaló cuáles serían a partir de
ese momento los mecanismos legítimos
de seguridad de las mismas. Esta tarea
se llevó a cabo mediante la elaboración
y la puesta en marcha de la ideología li-
beral sobre el derecho y el Estado.

Según la concepción liberal clásica, el
Estado aparece como un simple árbitro
encargado de garantizar un espacio para
la acción individual, espacio que está
presidido por los principios de libertad,
seguridad e igualdad.

Las reglas del juego económico capita-
lista –pendientes de la maximización del
beneficio y del control de su apropia-

ción– exigían un ordenamiento jurídico
capaz, supuestamente, de excluir la
arbitrariedad y la incerteza. En otras
palabras, las consecuencias del compor-
tamiento humano debían ser previsibles
y homogéneas dentro del Estado-nación-
mercado. A ello se añadió una ideología
contractualista, que imponía un trato
formalmente igualitario a todo ciuda-
dano y a toda acción que presentara los
mismos presupuestos, y una fuente
autopoiética de legitimidad del sistema
político, pues mediante el principio de
legalidad el Estado de derecho liberal
presupone que el poder político está
sometido a las normas que el mismo pro-
duce.

El derecho propio de este Estado puede
ser explicado a partir de tres notas fun-
damentales. Ante todo, debía ser un
derecho que hiciera posible el desarrollo
de la citada función arbitral del Estado;
a tal finalidad sirvieron, efectivamente,
los procesos codificadores.

El ordenamiento jurídico liberal, desde
esta perspectiva, debía configurar deter-
minados patrones de relación jurídica
(códigos civiles y mercantiles), pero
también debía tener previstos proce-
dimientos de resolución para el caso de
que la relación deviniera conflictiva
(códigos de enjuiciamiento civil) y,
finalmente, debía establecer un sistema
que operara como garantía coercitiva del
respeto de estos modelos y proce-
dimientos (códigos penales y de
enjuiciamiento criminal).

Otra nota fundamental consiste en que
esa funcionalidad arbitral debía ser
ejercida desde una posición formalmente
no excluyente, se declaraba así la neu-

21. Los médicos han llevado a cabo esta tarea
mediante una cultura profesional muy
arraigada y endogámica, con un lenguaje
propio muy complejo y con un elevado grado
de aislamiento comunicativo respecto de sus
enfermos.
Esta expropiación –operada en este caso por
el sistema jurídico –también ha sido puesta
de manifiesto en relación con el conflicto que
se genera entre delincuente y víctima en el
delito. Al respecto ver Christie (1984) y
Hulsman y Bernat de Celis (1984).
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tralidad política del sistema jurídico.
Conceptos decimonónicos como los de
desarrollo, progreso e interés general
sirvieron para justificar un conjunto de
técnicas e instrumentos que se movían,
siguiendo la terminología weberiana, en
el marco racional-formal del debate
jurídico. Precisamente esta última nota,
el formalismo22, determinó que los pro-
cesos de creación y aplicación del dere-
cho se desarrollaran –teóricamente – al
margen de las consecuencias (políticas,
éticas, sociales, etc.) que los mismos
producían.

Según este planteamiento ideológico el
entramado penal aparece, dentro del
sistema jurídico, como un subsistema
integrado de mecanismos que operan
como la garantía coercitiva legítima –y
última, es decir, a utilizar sólo si otros
instrumentos previos han fracasado–
para el cumplimiento de los patrones de
relación jurídica y para el respeto de los
procedimientos de resolución de
conflictos. Es evidente que con esta
definición el Estado liberal no hace sino

admitir que tiene necesidad de un cierto
nivel de imposición normativa y que está
dispuesto a hacer uso de un determinado
nivel de violencia como mecanismo
último de tal imposición dentro de su
territorio (Recasens y Domínguez, 1996,
32)23.

Pero esta definición de la función que el
sistema penal debe desarrollar le coloca,
si es bien mirada, en una posición deli-
cada. Por una parte, cuando se trata de
asegurar el nivel más superficial de
seguridad, intenta subrayar su neutra-
lidad alegando que el sistema de justicia
criminal ocupa una posición externa a
los hechos con los que se enfrenta,
superponiéndose y sustituyendo a la
violencia de las partes implicadas en los
mismos; pero por otra, cuando esos he-
chos, o los conflictos que los provocan,
suponen un cuestionamiento del sistema
–es decir, cuando nos encontramos ante

22. El formalismo “en cuanto concepto de la
ciencia jurídica significa, como hemos visto,
la tendencia a configurarla según el modelo
de las ciencias jurídico-formales o deductivas:
su labor consiste en organizar lógica y siste-
máticamente un determinado material –las
normas jurídicas– de cara a facilitar su apli-
cación. De esta forma, la propia aplicación del
derecho va a aparecer también como una
operación lógica, cuya conclusión será el
resultado de una serie de procesos deductivos
y en donde los aspectos de carácter socio-
lógico, psicológico, ético, etcétera, no jugarán
ningún papel; lo que importa es que las
decisiones se establezcan de conformidad con
las normas preestablecidas (o con los prece-
dentes), no que produzcan las consecuencias
que se estimen adecuadas” (Atienza, 1985,
208).

23. Según la conocida fórmula weberiana (1997,
1056-1057): “El Estado moderno sólo puede
definirse en última instancia a partir de un
medio específico que, lo mismo que a toda
asociación política, le es propio, a saber: el de
la coacción física... el Estado es aquella
comunidad humana que en el interior de un
determinado territorio –el concepto de
‘territorio’ es esencial a la definición– reclama
para sí (con éxito) el monopolio de la coacción
física legítima”.
Destaca en esta definición la importancia dada
al territorio, que parece pasar por encima de
la población. ¿Están contradiciéndose Weber
y Foucault? No lo creemos. Mientras que el
análisis de Foucault –muy centrado en los
problemas de la subjetividad– está haciendo
referencia al objeto de las políticas de con-
trol, Weber mira más bien hacia el espacio –
físico y simbólico– donde tales políticas se
desarrollan. Por otra parte, la cuestión del
espacio también está presente en la obra
foucaultiana (1988) pero en un sentido
microsociológico.
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el nivel más profundo de la seguridad–,
surge a la luz su implicación con las
lógicas del sistema político y económico
(Recasens, 1994; Recasens y Domín-
guez, 1996 y 1998; Resta, 1995) y, en
consecuencia, la quiebra del principio de
funcionalidad arbitral del Estado.

Para recomponer este principio puede
intentarse, discursivamente, ubicar a la
policía –como portadora de la violencia
más palpable– fuera del sistema de
justicia (colocándola directamente en el
sistema político, por ejemplo)24 pero ello
choca con su dinámica de funcio-
namiento real, ya que sin la información
policial es imposible que la justicia
desarrolle sus operaciones, y priva de
legitimidad a la violencia policial
(Recasens y Domínguez, 1996, 35), lo
cual no hace sino favorecer el cuestio-
namiento del sistema social.

Por lo tanto, las características que
hicieron hegemónico a partir del siglo
XIX al discurso médico no son plena-
mente predicables del aparato policial
que se irá constituyendo durante ese
período. Concretamente, la policía se
mostrará incapaz de generar un engra-
naje conceptual propio y un cuerpo doc-
trinal con capacidad expansiva (en este
ámbito es más bien receptora y adap-
tadora), de consolidar una profesión (no
debe obviarse en este punto su depen-
dencia respecto de los modelos mili-

tares)25 y de establecer un verdadero
mercado de la seguridad (yendo un poco
más allá de la, demasiado teórica, idea
de monopolio estatal de la violencia
legítima).

Lo anterior no le impidió desarrollarse
plenamente como estrategia de control
especializada en el ámbito penal26. Es
cierto, en este sentido, que la policía
participa de las dinámicas propias del
núcleo duro del Estado –ejerciendo una
parte nada desdeñable del poder de éste
gracias a su nivel de información, a su
distribución territorial y a su propia
estructura y organización–, también que
presenta ya en ese momento una tenden-
cia a la autonomía respecto de los otros
integrantes del sistema penal –lo cual
genera no pocas tensiones con el sistema
judicial– y que dispone de una ideología
específica que le permite dotarse de su
propia simbología y legitimación.

Sin embargo, el aparato policial fue
incapaz de resolver una contradicción
–ínsita en sus tareas de control y, por
tanto, reproducida en todos sus elemen-
tos constitutivos– que lo determinará
sistémicamente: su función preservadora
del orden le hace ser conservador y espe-
cialmente resistente a todo cambio y es

24. Una manifestación de la búsqueda de este
distanciamiento puede verse en la cir-
cunstancia de que el momento policial de
aplicación del derecho apenas ha estado
presente en los programas de estudio de las
facultades jurídicas. De hecho todavía hoy su
presencia es marginal en ellas.

25. En este punto, y en referencia al caso español,
puede consultarse a Ballbé (1983), López
Garrido (1982) y Lleixà (1986).

26. Esta afirmación no supone negar la presencia
de la policía en otros ámbitos, por el contrario
siempre que en ellos sea necesaria la presencia
de una coacción física legítima y realizable la
institución policial estará presente. Pero para
el Estado liberal estos otros ámbitos, como por
ejemplo el administrativo, eran funcio-
nalmente secundarios en las políticas de
seguridad.
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precisamente esa circunstancia la que le
impide desarrollar su pretendida función
legitimadora, apareciendo como modelo
del orden vigente, hacia el cuerpo social
(Recasens y Domínguez, 1996, 30).

3. SEGURIDAD Y RIESGO EN EL
ESTADO DE BIENESTAR

3.1 El papel del Estado social de
derecho

Como es sabido, desde fines del siglo
XIX se produce un incremento del papel
del Estado en la economía debido a
diversos factores. En breve, el modelo
capitalista necesitaba para legitimarse de
instancias que adoptasen la perspectiva
del capitalista global y pudieran plani-
ficar racionalmente ciertos aspectos
económicos; pero necesitaba también de
fórmulas que corrigieran los desequi-
librios sociales producidos por dicho
modelo, introduciendo así, junto con la
intervención económica, un Estado so-
cial de derecho cuya línea correctora
llevó a una profundización de la estata-
lización y juridificación de las relaciones
sociales27. Este conjunto de estrategias
fue adoptado por la mayoría de los
Estados capitalistas coincidiendo con el
fin de la segunda guerra mundial hasta
la crisis de los años setenta.

Calvo (1994, 262) señala que la citada
línea correctora se planteó tres objetivos
fundamentales:

a) Hacer frente a las situaciones de
marginación que generaba el fun-
cionamiento del sistema socioeco-
nómico28, lo cual fue unido a las políticas
de protección de los derechos de los más
desfavorecidos o desprotegidos.

b) Corregir los desequilibrios y las
situaciones disfuncionales que afectaban
al orden social, lo cual condujo a la
constitución de diversas formas de con-
trol e integración social.

c) Desarrollar mecanismos de ajuste y
compensación de los riesgos sociales,
que fueron convertidos en uno de los
ámbitos privilegiados de la acción
jurídica.

Por otra parte, debe subrayarse que las
tareas de intervención e integración
asumidas por el Estado social, en un
marco de crecimiento económico que iba
acompañado de una complejidad socio-
política también creciente, determinaron
una mayor dificultad en la toma de deci-
siones por los poderes públicos, pues los
mismos no sólo necesitaban más infor-
mación para tomarlas sino que se vieron
obligados a establecer vínculos orgá-
nicos con los actores sociales y a asegu-
rarse un consenso previo con ellos si
querían poner en práctica con éxito las
medidas previstas29.

28. No debe olvidarse que uno de los motivos que
condujeron al crecimiento de la intervención
económica del Estado fue la aparición del
desempleo masivo, especialmente a partir de
las crisis económicas que tuvieron lugar du-
rante los años veinte y treinta de nuestro siglo
(Sánchez, 1996, 244).

29. Como consecuencia de ello se produjo una
descentralización en el poder de toma de
decisiones, se fomentaron los procedimientos

27. Sobre las formas de concebir el Estado social
y, por lo que se dice posteriormente, sobre su
crisis ver de Cabo (1986), Picó (1987) y
Sánchez (1996). Una perspectiva sistémica
sobre la teoría política del Estado de bienestar
puede encontrarse en Luhmann (1994).
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Los tres objetivos citados influyeron de
manera decisiva en los dos niveles de
seguridad desarrollados por el Estado
moderno: desde el punto de vista del
nivel más profundo, se constituyeron en
las nuevas condiciones exigidas para la
seguridad del sistema; desde el punto de
vista del nivel más superficial, la orga-
nización y coordinación de los mismos
desde la acción estatal –que debía tener
en cuenta tanto intereses públicos como
privados– condujo a importantes
modificaciones en las políticas públicas
de seguridad.

En primer lugar, estas políticas debían
responder, al menos formalmente, más
a la idea de integración que a la de con-
trol, incorporando las demandas
ciudadanas al ya complejo juego de
equilibrios políticos y dando, en conse-
cuencia, una imagen de ajuste entre
individuo y Estado. Las instituciones

públicas debían tener presentes las
preocupaciones de los ciudadanos, para
lo cual necesitaban dar un nuevo sentido
a sus sistemas de información y orientar
sus políticas públicas hacia la resolución
de dichas preocupaciones, que fueron
definidas en forma de nuevos problemas
sociales30. Pero, a diferencia de otras
experiencias previas en el campo de la
acción social, el ciudadano no debía
aparecer como sujeto pasivo de la acción
estatal sino que era necesario (más bien
imprescindible) que las soluciones pro-
puestas incorporaran su participación
tanto en la fase de elaboración como en
la de aplicación de las mismas.

En segundo lugar, la estrategia inte-
gradora del Estado social implicó una
dinámica de crecimiento del sector
público, generándose redes institu-
cionales extensas que intentaban tras-
ladarla sobre territorio y población31.

Finalmente, esta cuestión cuantitativa
–de crecimiento– también generó pro-

30. Esta orientación suponía un cierto retorno, en
lo relativo al tipo de cuestiones a resolver, a
los planteamientos originales de la Escuela de
Chicago, incluida la preocupación por los
fenómenos de degeneración del tejido urbano.
Sobre esta cuestión puede consultarse el
trabajo de Bulmer (1984).

31. En este sentido debe recordarse que con este
modelo de Estado se asienta la idea de asis-
tencia sanitaria universal y gratuita, a través
de las diversas variantes de la seguridad so-
cial, y se crea un complejo y diversificado
entramado de servicios sociales.
Una buena descripción de esta característica,
aplicada al caso español en los últimos
decenios, puede encontrarse en Gomà y
Subirats –Coords.– (1998). A modo de sim-
ple comentario, es curioso comprobar como
este análisis de las políticas públicas elude el
tema de la seguridad interior.

negociadores y se caminó hacia un derecho
más flexible, esto último en el sentido
apuntado por Ferrari (1989, 150).
En relación con el sistema jurídico –encargado
de traducir las necesidades de estabilidad a
un nuevo entramado institucional– debe
resaltarse la aparición de dos fenómenos: la
materialización y la, ya mencionada, juri-
dificación del derecho. La materialización
puede ser entendida como la tendencia a
incluir en los momentos de creación y apli-
cación del derecho criterios no estrictamente
jurídicos (como los valores, las situaciones
económicas, las conveniencias y los intereses
políticos, los criterios técnicos o de expe-
riencia, etc.) que permiten orientar el orde-
namiento jurídico hacia sus consecuencias
sociales. Por su parte, el aumento del grado
de juridificación significa que el derecho del
Estado social pasó a regular materias que antes
no eran objeto de su atención o que, si ya lo
eran, recibirán ahora una regulación más
detallada.
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blemas de carácter cualitativo: como
consecuencia de la aparición de redes
asistenciales diversificadas actuando
sobre los riesgos sociales cobró especial
importancia, en el esquema ideal de la
eficacia y eficiencia sistémica, la idea de
coordinación institucional de las polí-
ticas públicas. Sin embargo lo cierto es
que, ante la falta de un gran discurso
integrador, cada subsistema optó por
dirigir sus mecanismos reflexivos de
manera autónoma hacia el ensayo de una
adecuación de sus dinámicas de actua-
ción a los objetivos sociales del Estado
de bienestar32.

3.2 La adaptación de la policía al
modelo del Estado social

La filosofía integradora del Estado so-
cial se enfrentaba de manera evidente a
los principios de funcionamiento del
aparato policial propio del modelo libe-
ral. Este enfrentamiento, manifestado en

las reticencias que mostraron los propios
líderes políticos hacia la policía33, pare-
cía ubicarla en una posición secundaria
dentro del conjunto de mecanismos y
estrategias de seguridad, incluso en el
sistema penal. Sin embargo, los propios
límites de las políticas públicas inte-
gradoras y la necesidad, siempre pre-
sente, de mantener el orden del sistema
exigieron contar con dicho aparato.

Ahora bien, la policía no podía ser utili-
zada sin cambios, al menos si se querían
evitar las consecuencias deslegiti-
madoras derivadas de un instrumento
ideado bajo otras coordenadas sociopo-
líticas. Por este motivo fue necesario
promover un proceso reflexivo de
adaptación.

En primer lugar, era necesario que las
políticas públicas en el ámbito policial
encajaran conceptualmente en el dis-
curso del Estado social. Con esta fina-
lidad surgió el concepto de seguridad
ciudadana, que fue definido, en un nivel

32. Los subsistemas acentuaron sus mecanismos
de observación, de manera que pudieron
conocerse mejor y establecieron con más
precisión sus límites de actuación y sus áreas
de conflictividad con los otros subsistemas y
con el entorno. Al llevar a cabo estas opera-
ciones ganaron en conciencia de sí mismos y
de las consecuencias de su actividad en el resto
del sistema social, pero al no disponer ni de
un código ni de unos programas que pudieran
funcionar intersistémicamente no fueron
capaces de transformar esa información en
pautas de cambio o, por lo menos, de coor-
dinación estable.
La ausencia de códigos y programas inter-
sistémicos no debe ser interpretada como un
mero problema comunicativo entre subsis-
temas. Aunque esta incomunicación puede
producirse puntualmente lo relevante en esta
cuestión es el análisis de las dinámicas de
competencia política que se generan en el
terreno de la presión mutua entre sistema
político y sistema productivo.

33. No debe olvidarse que los partidos social-
demócratas jugaron un papel fundamental en
la definición de las estrategias del Estado so-
cial y que para la base social, el aparato y la
órbita sindical de estos partidos la policía
representaba el otro lado de la barricada
instrumentalizado por el poder burgués. Si
bien esta reticencia no está todavía sufi-
cientemente documentada tampoco aparece
como polémica. Es indudable que está por
hacer la historia de la transformación de esa
desconfianza en convivencia funcional debido
a las necesidades de la seguridad del sistema,
concretamente sería interesante conocer cómo
se aplica en este ámbito el principio de la
operational authority (el otorgamiento de
autoridad a las personas más capacitadas para
actualizar la funcionalidad de una institución).
Sobre este principio puede consultarse el
trabajo de García Pelayo (1987).
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fundamentalmente normativo, a partir de
la idea de la protección de los derechos
y libertades de los ciudadanos.

El concepto de seguridad ciudadana
intenta aportar un sentido integrador a
la función policial situando a la policía
como garante del sistema social pero, y
esta es la gran innovación, asumiendo
la óptica del ciudadano: sin seguridad
(individual) no es posible el ejercicio de
los derechos y de las libertades preco-
nizadas por el Estado social y sin ese
ejercicio carece de sentido todo el dis-
curso que lo legitima (Recasens, 1996a,
45-49). De esta manera, el concepto de
seguridad del Estado social, y en conse-
cuencia la policía, debe dar respuesta a
las demandas provenientes tanto de los
ciudadanos como del sistema social
considerado en su conjunto.

Este sentido integrador es posible en un
nivel teórico que parta de la consi-
deración del ciudadano como un ente
abstracto34 y cuando la institución poli-
cial se enfrenta a situaciones en las que
las demandas de seguridad del ciudadano
y del sistema social se muevan dentro
de los mismos códigos y programas. Sin
embargo, cuando la demanda ciudadana
de seguridad manifiesta un desacuerdo
con los códigos y programas sistémicos,
es decir cuando nos encontramos ante
un conflicto de carácter político cual-
quiera que sea la forma que éste revista,
la policía se encuentra ante una paradoja:
el ciudadano le exige que actúe como

protección frente al sistema cuando es,
también, protección del sistema.

Esta paradoja encierra un riesgo de
deslegitimación permanente, no sólo
para la policía sino para el propio Estado
social, al descubrir que también en este
nuevo marco político cabe la posibilidad
de que en caso de conflicto el individuo
sea sacrificado en aras del manteni-
miento del sistema35. No es extraño, en
consecuencia, que las políticas policiales
se ubicaran en un lugar discreto dentro
del conjunto de estrategias públicas.

Pero la idea de seguridad ciudadana no
sólo presenta problemas de formulación.
En lo relativo a su concreción y de su
traducción en términos operativos se
plantea la dificultad de averiguar cómo
se pueden establecer con claridad los
parámetros de identificación de las
demandas ciudadanas en este ámbito.

Reconocida la imposibilidad, tanto por
problemas conceptuales como técnicos,
de conocer el grado de seguridad real de
una determinada sociedad a partir de una
cuantificación exacta de lo que atenta
contra ella, los esfuerzos se encaminaron
a conocer la percepción que los ciuda-
danos tienen de su propia seguridad, es
decir, a determinar el grado de seguridad

35. Esta es la cuestión que se esconde tras la
oscilación de doctrina y jurisprudencia entre
una definición estrictamente jurídica, forma-
lista, y otra meta-jurídica, materialista, de la
seguridad ciudadana. Para un seguimiento de
esta polémica en el ámbito español puede
acudirse a Aguirreazkuenaga (1990), Barce-
lona (1988, 121-161; 1997, 187-239), Carro
(1977 y 1990), Fernández Entralgo, Portilla y
Barcelona (1993), Izu (1988), Martín-
Retortillo (1983), Muñagorri –Ed.– (1995) y
Recasens (1996a).

34. Es decir, como un sujeto que opera en un
sistema que le otorga una amplia capacidad
potencial para el ejercicio de derechos y
libertades, entre otras cosas porque ese mismo
sistema se preocupa por protegerle de los
riesgos sociales.
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subjetiva (Recasens, 1996a, 50-51).
Ahora bien, esta seguridad subjetiva
obliga a introducir en el análisis de la
seguridad procesos de construcción so-
cial de riesgos, miedos y percepciones
que se conectan directamente con el
marco socioeconómico en el que los
ciudadanos desarrollan sus relaciones.

Precisamente por todo lo anterior, en
segundo lugar, este proceso de adapta-
ción exigía una manera diferente de
enfrentarse a la información y al cambio
social. Sólo si la policía manifestaba una
capacidad para traducir a sus dinámicas
de funcionamiento las (confusas) de-
mandas ciudadanas y los (complejos)
cambios sociales podría reubicarse
correctamente. En consecuencia la poli-
cía debía aceptar un cierto nivel de expli-
cación conflictual del entorno –aquél que
no la ponga en cuestión– y debía
orientarse hacia la resolución de los
problemas sociales36, lo cual supone,
entre otras cosas, que las políticas de
seguridad debían ir más allá de las
medidas destinadas a la reducción de la
criminalidad.

Para poder llevar a cabo la citada traduc-
ción la policía necesitaba de un instru-
mental teórico y empírico (encuestas de
victimización, de autodenuncia, etc.) que
vino prestado de áreas de conocimiento
como la sociología y la criminología, y
de un personal capacitado para adaptar
la información obtenida mediante el
mismo a las dinámicas policiales. De
hecho en esta etapa comienza a valorarse
la utilidad de disponer de unidades de

análisis de información social confi-
guradas mayoritariamente, al menos en
un inicio, por policías con formación en
ciencias jurídicas, sociales o del com-
portamiento.

Mediante este proceso la red de infor-
mación del sistema policial se diversificó
pues incorporó junto a sus mecanismos
clásicos (la información sobre sí misma,
sobre el conjunto de sus actuaciones y
sobre la población peligrosa) los citados
elementos de detección de la inseguridad
subjetiva.

En tercer lugar, debe señalarse que los
procesos que acabamos de describir
generaron una cierta conciencia de la
existencia de un ámbito de seguridad
compartido; en otras palabras, el carácter
estructural de buena parte de los pro-
blemas a los que se enfrenta la policía
hace que terminen por aparecer, tanto en
el nivel del planteamiento teórico como
en el desarrollo de las concretas actua-
ciones, otros sectores de las políticas
públicas. La institución policial no podía
seguir actuando de espaldas a las mismas
ya que si lo hacía se arriesgaba a aparecer
como un estorbo para el desarrollo efec-
tivo de las políticas sociales, además la
información disponible en otros sectores
de la administración podía serle útil para
llevar a cabo sus propias tareas. Esta
nueva situación hizo que se resaltara la
importancia de la coordinación de las
políticas de seguridad, tanto dentro del
sistema penal como entre los diferentes
sectores de la administración pública37.

36. La orientación de la policía hacia los
problemas sociales ha sido teorizada por
Goldstein (1998).

37. Algunos ejemplos en el nivel europeo de este
intento de coordinación, analizados desde una
perspectiva crítica, pueden encontrarse en
Bergalli –Coord.– (1993).
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El problema que se detecta en este nivel
consiste en un enfrentamiento entre las
estrategias desarrolladas por los diversos
sistemas –y/o subsistemas– responsables
de las políticas públicas, enfrentamiento
que es debido a sus lógicas funcionales
diferenciadas y, como ya se ha indicado,
a la ausencia de unos mecanismos inter-
sistémicos de coordinación estable. Sin
embargo, sería erróneo pensar que este
enfrentamiento cuestiona de manera
directa la seguridad del sistema consi-
derado en su conjunto, por el contrario
cada subsistema manifiesta una forma
diferente de interpretar la fórmula común
relativa, en el Estado de bienestar, a la
ayuda al ciudadano38.

Finalmente, este proceso reflexivo de
adaptación condujo a modificaciones en
el nivel operativo policial, tanto desde
el punto de vista de las tareas por realizar
–que demuestran, en general, una mayor
preocupación por cuestiones que afectan
a la calidad de vida de los ciudadanos–
como desde el punto de vista de los
procedimientos aplicados39.

4. LA SEGURIDAD EN LOS
TIEMPOS DE CRISIS

4.1 Crisis del Estado de bienestar y
sociedad del riesgo

A partir de los años setenta se produce
la quiebra del principio de crecimiento
económico continuado y se constatan los
límites de las funciones redistributivas
e integradoras de los poderes públicos40;

38. Un ejemplo de esta diferenciación estratégica
dentro del funcionamiento del sistema penal,
concretamente en el ámbito de la justicia de
menores, puede observarse en Domínguez y
Balsebre (1998).

39. En este punto podemos encontrarnos ante
diferentes estrategias policiales que pueden ser
agrupadas en dos grandes grupos: aquéllas que
defienden un modelo de policía que actúa
fundamentalmente una vez cometidos los
hechos (policía reactiva) y aquéllas que
inciden en el papel preventivo de las tareas
policiales (destacando en este punto las
diversas formulaciones del modelo de policía
comunitaria).
En relación con el primero de estos grupos,
puede señalarse que a partir de los años setenta
se desarrolló en Estados Unidos una intensa
política reformista en el ámbito policial mar-

cada por la idea de profesionalidad. Es la deno-
minada política de las tres R: en virtud de la
idea de policía reactiva –reactive policing– se
da mucha importancia a la capacidad de la
policía para responder a las demandas (llama-
das) de asistencia (así, por ejemplo, nacen y
se desarrollan los teléfonos de urgencia
policiales); se establece la estrategia de las
patrullas aleatorias –random patrols– que
suponen no asignar itinerarios fijos a los
patrulleros sino recorridos discrecionales, ya
que se supone que la visibilidad y la aleto-
riedad de las patrullas disuadirán a los delin-
cuentes de delinquir; y se establece el principio
de la investigación reactiva –reactive investi-
gation– que implica realizar un gran esfuerzo
por mejorar la profesionalidad de los inves-
tigadores a la hora de trabajar sobre los delitos
cometidos.
En relación con el segundo grupo cabe señalar
que desde sus orígenes estuvo más preocupado
por establecer una conexión de proximidad
entre policía, territorio y ciudadanos que gene-
rara una cierta capacidad de anticipación del
sistema de seguridad frente a los problemas
sociales, dicha conexión tiene el efecto prin-
cipal de dotar de gran cantidad de información
social a los cuerpos policiales. Bien entrados
los años ochenta la policía comunitaria
encontró refuerzos en las descripciones, hablar
de teoría en este caso sería excesivo, sobre la
degeneración de los espacios urbanos, dando
lugar a las estrategias de la tolerancia cero.
Sobre la conexión entre policía de proximidad
y tolerancia cero pueden consultarse los textos
de Spelman y Eck (1987), Kelling (1988),
Moore, Trojanowicz y Kelling (1988) , Kelling
y Moore (1988) y de Kelling, Wasserman y
Williams (1988).
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es en este marco cuando comienza a
cuestionarse la capacidad del Estado
para configurar las relaciones sociales.
En otras palabras, se extiende la opinión
que sostiene que las formas del Estado
de derecho (ideado como un sistema de
límites y equilibrios en relación con
ciertos poderes actuantes en la esfera
pública) pueden resultar estruc-
turalmente incapaces para vehicular las
prestaciones positivas exigidas por el
Estado social. Se habla, entonces, de la
crisis del Estado social, o de bienestar,
como una crisis de crecimiento que
comporta una crisis de legitimidad41.

Pero este cuestionamiento de las capa-
cidades del Estado, que afecta de manera
directa al sistema jurídico en cuanto que
encargado de dar forma y contenido
institucional a los objetivos de la forma-
Estado benefactora42, también puede
contemplarse desde la perspectiva de una
crisis cultural que se expresa, entre otras
manifestaciones, como crisis de subje-
tividad43. Utilizando términos muy
genéricos podemos señalar que hoy se
duda sobre el papel y/o el lugar de la
persona en la estructura social, y que esta
duda se acentúa cuando el sujeto es
ubicado frente a las instituciones que han
sido racionalizadas a lo largo de los
últimos dos o tres siglos.

En este sentido podemos subrayar que
una vez fracasadas las promesas de
bienestar, las cuales por cierto nunca
fueron dirigidas a toda la población de
nuestro planeta, no se ha encontrado un
recambio para la vieja concepción lib-
eral del hombre para el mercado44,

40. Como señala Sánchez (1996, 248) dos factores
fundamentales inciden en el cuestionamiento
de las políticas keynesianas, por una parte la
crisis económica derivada de la decisión de
Estados Unidos de no mantener la conver-
tibilidad de su moneda en oro, que se enlazó
con la crisis energética de 1973, y por otra, el
constante crecimiento del gasto público que
genera la crisis fiscal del Estado. Sobre esta
última cuestión ver O’Connor (1981).

41. Es importante reconstruir con cuidado este
pequeño puzzle argumental. Su primera pieza
supone afirmar que la incapacidad de autorre-
gulación que presenta el sistema económico
capitalista en el modelo liberal generaba una
serie de disfuncionalidades para el subsistema
de legitimación, que en un sentido amplio
también funciona como mecanismo de
seguridad del sistema social; la segunda pieza
consiste en entender que el principal instru-
mento utilizado para salvar esta situación es
el Estado social, en el sentido de que en dicho
modelo el Estado ha de intervenir entre los
dos subsistemas –el económico y el de
legitimación– para asegurar tanto la
continuidad de la acumulación capitalista
como la aceptación por parte de los ciudadanos
del statu quo; ahora bien, y esta constituye la
tercera pieza argumental, esta mayor inter-
vención del Estado provoca, a su vez, un
aumento de las demandas de los ciudadanos,
y cuando no es posible hacer frente a estas
peticiones, debido a los límites estructurales
del sistema económico aplicados al terreno de

la integración social, es cuando nos encon-
tramos ante una crisis de legitimidad (Sánchez,
1996, 251).

42. Ferrajoli (1994, 7-11) conecta la comentada
incapacidad estatal con dos tipos de crisis. En
primer lugar habla de una crisis de la legalidad,
en el sentido de que las reglas jurídicas habrían
perdido su valor vinculante respecto de los
poderes públicos conduciendo a la ilegalidad
del poder y a la crisis constitucional. En segun-
do lugar, hace referencia a la crisis del Estado
nacional, subrayando cómo la soberanía ha
variado su sede tradicional. Se produciría
entonces, en su opinión, una crisis del derecho
que haría peligrar la idea misma de demo-
cracia, ante la cual sería necesario retornar la
confianza del ciudadano en el derecho y,
precisamente, a través del derecho.

43. Sobre esta cuestión ver O’Connor, 1989, 175-
202.

44. Esta concepción es propia de la teoría política
del individualismo posesivo (Macpherson,
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impuesta al mismo tiempo que el
establecimiento del modo de producción
capitalista trans-formaba profundamente
las formas de vivir y relacionarse, y la
propia idea de ciudadano es objeto de
crítica al descu-brirse tras ella a un sujeto
de derechos sin poder de decisión
(Capella, 1993, 135-153).

Lo importante a nuestros efectos es que
este conjunto de crisis –o, de manera más
correcta, de manifestaciones diversas de
una misma crisis– añade un elemento
que afecta claramente a la idea de seguri-
dad sistémica: se deja al descubierto que
la noción de riesgo social en los tiempos
postmodernos no consiste en algo
puramente externo o desconocido (en
una mera contingencia del entorno) sino
que también debe ser conectada con las
consecuencias perversas y con las
incapacidades del propio funciona-
miento del sistema social y de sus sub-
sistemas. Los riesgos sociales quedan,
de esta manera, ampliados, reubicados
y redefinidos.

Esta cuestión ha sido remarcada por la
teoría sociológica contemporánea, que
ha creado la categoría de sociedad del
riesgo para describirla. Resalta, en esta
línea, el esfuerzo realizado por U. Beck
(1993, 1996 y 1998). Según este autor
la noción de riesgo social en nuestro
tiempo ya no hace referencia a cualquier
tipo de drama o peligro sino que apunta
directamente a las consecuencias de de-
cisiones de carácter industrial o técnico-
económico tomadas tras las pertinentes
ponderaciones de beneficios apropia-
bles. En otros términos, en la actualidad
puede observarse cómo ciertos riesgos
sociales se derivan fundamentalmente de
decisiones conscientes tomadas desde
instancias públicas y/o privadas (de la
cadena de decisiones previa, por poner
dos ejemplos diversos, al desastre produ-
cido en una central atómica o al desman-
telamiento de todo un sector productivo
que genera el empobrecimiento de una
determinada región).

Ahora bien, desde el punto de vista de
la legitimación estatal no es posible
reconocer la existencia de unos riesgos
descontrolados en sus consecuencias (es
decir, frente a los cuales no existen zo-
nas de protección ni mecanismos de
diferen-ciación social) que son
generados desde ciertos niveles de
racionalidad del sistema social;
reconocerla supondría tener que aceptar
el colapso tanto de las racionalidades
científico-técnica y jurídica como de las
garantías de seguridad político-
institucionales (Beck, 1993, 27), y ese
es un precio que difí-cilmente se puede
pagar. Por ello la noción de riesgo so-
cial ha sido reinterpretada sisté-
micamente.

1979), la cual, al considerar que las relaciones
de cambio constituyen el eje de la sociedad,
dio especial relevancia a las cualidades (por
ejemplo, la capacidad de trabajo) y a las
posesiones (por ejemplo, la propiedad privada)
con valor en el mercado y fomentó, en
consecuencia, la cosificación de la persona en
sus relaciones sociales. Sobre la idea de
cosificación ver Lamo de Espinosa, 1981.
Puede alegarse, con razón, que incluso dentro
de la tradición liberal existen otras formas de
entender al sujeto (como titular de derechos,
como portador de valores éticos,...); el
problema consiste en determinar si esas otras
concepciones fueron utilizadas como coartada
ideológica para la imposición de la visión
economicista de la sociedad o como
instrumento para su vehiculación.
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Por una parte, se aplica sobre situaciones
que son definidas como de riesgo social
difuso. Se habla en este caso de riesgos
de causalidad ambigua, con víctima
difusa (o simplemente lejana para un
sujeto que pueda ubicarse, cómoda-
mente, en la posición de espectador), de
responsabilidad diluida e íntimamente
conectados con decisiones políticas y
económicas45.

Los riesgos sociales difusos suelen ser
tratados como cuestiones “que nos
afectan a todos” y que, en consecuencia,
exigen una respuesta institucional de
carácter global. Esta respuesta institu-
cional se materializa normalmente en
una cobertura económica procedente de
fondos estatales o, cada vez con más
frecuencia, supraestatales que elude –o
que se ve obligada a eludir por el juego
de los mecanismos jurídicos que confie-
ren opacidad a los operadores de los
sistemas político y económico– la cues-
tión de la atribución individualizada de
responsabilidad.

Por otra parte, se aplica sobre situaciones
que son definidas como de riesgo social
concreto. Aquí podemos encontrarnos
ante riesgos de causalidad establecida,
con víctima concreta, responsabilidad
determinada y conectados a las acciones
(a veces presentadas como irracionales)
de determinados sujetos o colectivos
portadores de riesgo46. Estos riesgos
ponen en marcha respuestas de tipo pe-
nal y/o asistencialista.

Es necesario destacar que estos dos tipos
de riesgos no son tratados de manera
homogénea por las estructuras comu-
nicativas previstas en el sistema social.
Ante todo, estas estructuras tienden a re-
forzar en el imaginario social la gravedad
de la incidencia y la inmediatez de los
riesgos sociales concretos, relativizando,
en consecuencia, la preocupación social
por los riesgos difusos. Este refuerzo
tiene bastante que ver con el hecho de
que tales riesgos sean definidos como
problemas sociales.

Ya hace muchos años que la doctrina
sociológica y, por traslación, la crimi-
nológica conocen y utilizan la diferen-
ciación entre las nociones de problema
y de cuestión social47. Una cuestión so-
cial podría definirse como un ámbito
temático (las drogas, la violencia juvenil,
la prostitución, la inmigración, etc.) en
el que se concentran ciertas manifes-
taciones de uno o varios conflictos socia-
les. Lo importante a nuestros efectos es
que una cuestión social puede ser defi-
nida, a su vez, como problema en las
dinámicas comunicativas que se esta-
blecen en los sistemas sociales48.

El hecho de definir una cuestión como
problema social implica realizar dos

45. En esta categoría entran, por poner dos ejem-
plos, los riesgos que conducen a desastres
ecológicos o a hambrunas.

46. Por ejemplo, el riesgo de ser sujeto pasivo de
una forma de violencia.

47. Esta diferenciación tiene su origen en la teoría
sociológica construccionista. Una obra básica
para entender los procesos sociales que se
mueven tras la idea de construcción social de
la realidad es la de Berger y Luckmann (1986).

48. En la construcción social de un problema
entran en juego complejos procesos cognitivos
en los que se mueven una variedad de imáge-
nes culturales, una pluralidad de intereses
(políticos, económicos, etc.) y diversos actores
(desde los medios de comunicación hasta los
particulares pasando por las instituciones
públicas).
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operaciones argumentativas: al mismo
tiempo que son resaltados los aspectos
o los efectos sociales más negativos de
esa cuestión social (por poner un ejemplo
de actualidad, en el caso de la inmigra-
ción esa imagen social negativa se
identifica con la idea de invasión y se
traslada a ámbitos como el laboral y el
delictivo), se colocan en segundo
término –diluyéndose– aquellos con-
flictos relacionados con la misma que
afectan a la esencia del sistema social y
que manifiestan, habitualmente, algún
elemento disfuncional, ya sea en la
estructura, ya sea en el funcionamiento
del mismo.

La consecuencia de estas operaciones en
la percepción social, si se llega a imponer
la definición problematizada de una
cuestión social, consiste en que los
conflictos estructurales a los que hace
referencia pierden centralidad en los
debates sociales, adquiriendo relevancia
pública una visión parcial y/o desen-
focada de la realidad. Y esta visión
parcial y/o desenfocada estará presente
tanto en las demandas de los ciudadanos
para que se solucione el problema cons-
truido como en la respuesta institucional
frente a dichas demandas49.

La noción de riesgo social presenta una
serie de virtualidades (Beck, 1993, 21-
22) que facilitan esta definición y que la
hacen especialmente atractiva para las
instituciones públicas. En primer lugar,

permite vincular entre sí a ciencias natu-
rales, técnicas y sociales, de tal manera
que puede ser aplicada a fenómenos
totalmente dispares; en segundo lugar,
permite convertir consecuencias que
inicialmente afectan a individuos en
riesgos que atañen a sectores de la
población y que pueden ser descritos
estadísticamente, tornándose calculables
y, de esta manera, reconducibles a reglas
supraindividuales de alcance político
preocupadas por su reconocimiento,
compensación y evitación; y, finalmente,
permite eludir el conflicto jurídico de la
causación al facilitar la determinación de
una compensación económica (o de otra
prestación) con independencia de las
cuestiones de la responsabilidad subje-
tiva o de la culpabilidad.

Lo anterior explicaría la funcionalidad
sistémica de una noción de riesgo social
reducida al ámbito de lo concreto. Por
de pronto, devuelve la idea de peligro a
una esfera individual y, con frecuencia,
ajena al funcionamiento normal del
sistema social; en segundo lugar, influye
(a través de los procesos de definición
comentados) en la capacidad cognos-
citiva individual y colectiva, estructu-
rando la interpretación que la población
realiza de los fenómenos que se dan en
la realidad sobre la base de un esquema
“seguridad-riesgo”50; y, en tercer lugar,
al permitir la existencia de un debate
sobre la valoración, la tolerancia o el
control de riesgos concretos parece
cumplir con la condición básica de
abrirse a la participación ciudadana.

49. Por cierto, es frecuente que la criminalización
del problema, consistente en dar una respuesta
al mismo desde el conjunto de mecanismos
que conforman el sistema de justicia crimi-
nal, se encuentre entre en esas demandas y
entre esas respuestas institucionales.

50. Este esquema constituye un código fácilmente
asimilable que puede ser distribuido sin
dificultad por la estructura social.
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De esta manera, los riesgos sociales
concretos han dejado de ser un simple
factor de inseguridad para pasar a
participar en la definición del conjunto
de reglas que establecen las actuales
condiciones de la seguridad del sistema
social. Por ello en nuestro tiempo es tan
importante, desde un punto de vista
sistémico, que las instituciones tengan
la capacidad social de definir y de iden-
tificar este tipo de riesgos.

4.2 Una inestable definición de
seguridad

Por lo dicho anteriormente entendemos
que la definición que el Estado de bien-
estar en crisis realiza de los dos niveles
de seguridad del sistema social está
sometida a un nuevo proceso de adapta-
ción. La falta de la necesaria perspectiva
histórica hace que analíticamente sólo
sea posible realizar una operación inter-
pretativa de este nuevo proceso que
consiste en proponer una serie de
hipótesis de trabajo que miran hacia un
atrás bastante inmediato.

Primera hipótesis. En el Estado de
bienestar no ha existido un discurso
hegemónico, en el sentido definido
anteriormente, sobre la seguridad. Las
exigencias impuestas por el Estado de
bienestar a los subsistemas sociales para
hacer posible el mantenimiento del
sistema social imperante han sido tan
exigentes que no ha sido posible encon-
trar un modelo que fuera capaz de dar
respuesta a las necesidades específicas
de cada uno de ellos y que, al mismo
tiempo, les diera un sentido unitario.

Debe destacarse que este marco socio-
político no era el más favorable para el

mantenimiento de la capacidad expan-
siva del discurso médico como discurso
de la seguridad. El Estado de bienestar
determinó ciertamente una red institu-
cional que expandía, con pretensiones de
universalidad (para todo el territorio y
para toda la población), las políticas
sobre la salud, pero esa red –que servía
convenientemente a las intenciones
integradoras del sistema–51 empezó a
demostrar pronto sus límites e inca-
pacidades.

Desde una perspectiva sistémica podría
resumirse esta situación diciendo que los
límites de crecimiento del sistema
sanitario han generado un cuestiona-
miento, no tanto técnico-científico como
sociopolítico, de los programas y del
código utilizados por este sistema.
Veamos cómo se expresa esta cuestión
en términos generales.

Los problemas de crecimiento del sis-
tema sanitario son ante todo problemas
de carácter económico. El manteni-
miento de la promesa de universalidad,
sometida a ciertos recortes pero mante-
nida en su esencia, ha determinado un
desarrollo constante de los presupuestos
sanitarios que es hoy insostenible para
las administraciones públicas. Por ello
no sólo se afirma que en el futuro será
necesaria una reducción de la protección
estatal ante los riesgos derivados de la
enfermedad52 sino que ya en la actua-

51. En esta cuestión insisten Varela y Álvarez-
Uría (1989, 67).

52. También es necesario reconocer que los
propios parámetros sociales del concepto de
enfermedad están variando de manera sustan-
cial. En el discurso decimonónico el sistema
sanitario pretendía defendernos de enferme-
dades que nos impedían cumplir nuestra



170 José Luis Domínguez Figueirido - Xavier Virgili i Abelló

lidad la propia gestión de la sanidad se
ha convertido en un problema, y para
solucionarlo –o por lo menos para mini-
mizar su alcance– se ha tenido que acudir
al endeudamiento público y a técnicas
de gestión procedentes del ámbito pri-
vado. En otras palabras, la sanidad ha
perdido su carácter modélico al eviden-
ciarse los problemas que genera al
sistema político.

Ese carácter problemático viene acom-
pañado, desde el punto de vista de la
profesión, de una fractura de la credi-
bilidad absoluta que tenía la figura del
médico. En un sistema sanitario bajo
presión las deficiencias tienen mayor
visibilidad y éstas se convierten, sorpre-
sivamente, en un riesgo generado desde
la propia acción estatal –evidentemente
cuando tienen que ver con el sistema
público de asistencia sanitaria– que el
Estado debe reconocer y compensar. El
error médico en el diagnóstico y en el
tratamiento, la negligencia o, simple-
mente, el trato displicente hacia el
enfermo son objeto de crítica social y
de responsabilidad jurídica.

La profesión médica, sin mecanismos
para hacer frente a esta sublevación,

parece no haber encontrado una salida
adecuada a este cuestionamiento y con
ello va perdiendo capacidad para incidir
en los hábitos y las costumbres de la
población. Su discurso social se está
quedando reducido, después de muchos
años, a un discurso técnico53.

Pero es que, además, ese discurso técnico
ya no es portador de criterios de orde-
nación de la información que puedan
actuar con certeza. Se trata de un discur-
so demasiado rígido para los objetivos
sociales del Estado de bienestar ya que
ni se basa en un esquema de negociación
entre los afectados ni se muestra espe-
cialmente abierto a introducir las conse-
cuencias sociales del hacer sanitario en
su propia dinámica.

Segunda hipótesis. Los diversos subsis-
temas sociales se han visto afectados por
los mismos límites que acabamos de
describir respecto del subsistema sani-
tario. Esos límites afectan a la seguridad
del sistema considerado en su integridad.
Por ello la tarea encargada a los subsis-
temas ha sido, más que una solución, una

función en los diversos subsistemas sociales
y que aparecían como desligadas de los
mismos (formaban parte del complejo mundo
que los envolvía, del entorno); por el contrario,
hoy sabemos que una buena cantidad de
enfermedades –muchas de ellas (como las
depresiones relacionadas con la presión
laboral) crónicas o con grave riesgo de recaída
en breves períodos de tiempo– son causadas
por la propia manera de funcionar de esos
subsistemas, de manera que se reconoce la
integración de la enfermedad, como disfun-
cionalidad, en el propio sistema social.

53. D. J. Greenwood (1984) ha analizado, desde
la disciplina antropológica, algunos de los
intentos para corregir estos problemas.
Debe subrayarse que estas cuestiones no
afectan realmente a la capacidad de respuesta
del discurso científico frente a los riesgos de
la enfermedad. No suponen, por tanto, un
cuestionamiento de la funcionalidad del
sistema sanitario en su ámbito específico sino
una relativización de los mensajes que dirige
hacia el sistema social. En este sentido es
interesante observar cómo los ejemplos
médicos suelen ser utilizados en las disciplinas
sociales como casos de la actual ruptura de la
confianza en el pensamiento institucional. En
este sentido puede leerse el caso, relativo a la
medicina nuclear, que plantea M. Douglas
(1996, 16-19).
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gestión de la crisis de seguridad del
sistema54.

Tercera hipótesis. El sistema social dis-
pone, sin embargo, de un código emer-
gente basado en el binomio seguridad-
riesgo. Falta por ver si este código puede
ser interpretado de manera que se evite
la carga crítica que conlleva hacia el
propio sistema social, adquiriendo
entonces capacidad expansiva, y cómo
se desarrollan los programas asociados
al mismo en los diversos subsistemas
sociales.

Cuarta hipótesis. Los procesos de comu-
nicación social desarrollados desde fi-
nales de la segunda guerra mundial, tanto
desde el ámbito público como desde el
ámbito privado, han contribuido a que
la población asocie el concepto de segu-
ridad al concepto de eficacia y el de
contingencia con el de ineficacia. Pero
además, en un mundo donde sólo es
eficaz aquello que funciona, se ha ins-
taurado socialmente la idea de que esa
eficacia sólo es posible sobre la base de
un éxito que exige una creciente dosis
de normatividad en la gestión de las
vidas de los ciudadanos.

Como consecuencia de esta idea aparece
la categoría del hombre vulnerable, cuya
principal característica consistiría en
haber perdido los mecanismos y las
estrategias culturales necesarias para
aceptar, hacer frente y gestionar la con-
tingencia, el fracaso, la fatalidad. Por
ello, sólo será capaz de moverse so-

cialmente de manera aceptable si el
conjunto de prestaciones públicas y
privadas se suceden y se encadenan con
la precisión de un reloj suizo, dando
lugar a una hiperprotección externali-
zada del individuo55.

Esta imagen social del hombre posmo-
derno tiene indudables consecuencias
desde el punto de vista de la construcción
de las dinámicas sociales de la seguridad.
En primer lugar, mediante esa mecánica
basada en la hiperprotección externa-
lizada del sujeto se está anulando y
sustituyendo la eficacia y funcionalidad
tradicional de las redes sociales y de las
relaciones informales. Con ello no sólo
se disminuye la cohesión social, la
durkheiminiana solidaridad orgánica,
sino que el individuo pierde un meca-
nismo de seguridad básico a la hora de
tomar decisiones56.

En segundo lugar, esta hiperprotección
viene asociada a la construcción de

54. Estas dos primeras hipótesis son abordadas por
Barcellona (1992, 30 y 33), desde una
perspectiva crítica al hablar de la ciudad
posmoderna.

55. Una de las más diáfanas y primarias mani-
festaciones de esta necesidad permanente de
disfrutar de una vida segura es la denominada
cultura de la queja. Esta cultura presenta una
doble funcionalidad: por una parte establece
el termómetro de la satisfacción de los ciuda-
danos, por otra permite una legitimación del
sistema al evidenciar que la población es libre
para expresarse, incluso en contra del funcio-
namiento del sistema.
Debemos subrayar que, en nuestra opinión,
la categoría del individuo vulnerable no
pretende sustituir al hombre para el mercado,
más bien se trata de una de las posibles
variantes posmodernas de la misma.

56. Debe tenerse en cuenta que incluso en orga-
nizaciones complejas el mecanismo de la
comunicación informal es utilizado con
frecuencia, especialmente en contextos de
gran inseguridad, para servir de base a la toma
de decisiones (Lumann, 1997, 65).
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sentimientos como el miedo a lo desco-
nocido y a lo diverso –como es el caso
de la xenofobia y el racismo–57 cuyas
consecuencias, paradójicamente, deben
ser minimizadas por el propio sistema.

4.3 El sistema penal como gestor del
riesgo

Siguiendo a Beck podríamos sostener
(1993, 22) que mediante la lucha contra
el delito, entendido como un riesgo so-
cial concreto, el sistema político intenta
devolvernos la esperanza en el funcio-
namiento del viejo esquema del contrato
social aplicado ahora al Estado social en
crisis. Pero para que ello sea creíble es
necesario dar visos de credibilidad a un
discurso anticuado.

¿Cómo lleva a cabo el sistema penal esta
operación de restauración? En nuestra
opinión, la simple imagen de un sistema
penal tosco, inmovilista e hipertrofiado
–que controla más y de forma más dura–
no da cuenta de los cambios de carácter
cualitativo que le afectan y, por ello,
carece de capacidad interpretativa58. Por
el contrario, tanto las intuiciones que se
derivan de las hipótesis descritas en el

anterior apartado como, sobre todo, la
investigación empírica existente mani-
fiestan la emergencia de dos tendencias
adaptativas que perfilan un panorama
muy diverso al propio de la tradición
decimonónica.

La primera de estas tendencias responde
a la cuestión de cómo puede afrontar el
sistema penal las demandas de seguridad
en una situación sistémica marcada por
la ausencia de unos referentes de actua-
ción hegemónicos y por los recortes
presupuestarios. Se trata de la gestión
managerial de los, definidos como,
nuevos riesgos sociales59.

En los últimos decenios hemos asistido
a la introducción de una idea de riesgo
objetivada en el ámbito de las políticas
penales: el desarrollo del conjunto de
técnicas de investigación social aplica-
das al ámbito penal ha permitido calcular
la probabilidad de que un riesgo de tipo
delictivo acaezca, establecer el perfil del
portador de ese riesgo, determinar el
daño que puede producir y establecer
medidas preventivas para evitarlo.

Esta capacidad de objetivar los riesgos
ha conducido a un esfuerzo cuanti-
ficador, de tal manera que en el derecho
penal y en la criminología comienza a
extenderse un lenguaje actuarial basado
en el cálculo de probabilidades y en las
distribuciones estadísticas. Dicho
lenguaje, que lentamente va reempla-
zando al basado en el diagnóstico clínico
y en el juicio retributivo, no hace sino
expresar una orientación de las estra-

57. Es lo que hace ya más de treinta años fue
definido por Leach (1967) como “el miedo al
otro”.

58. Con esta afirmación no se quiere negar la
posibilidad de que en determinados contextos
políticos y económicos se puedan producir
episodios de hipertrofia que afecten de manera
generalizada al sistema penal o a partes
concretas del mismo. Lo que se afirma es que
en aquellos Estados donde la idea política de
bienestar ha tenido una realización más o
menos efectiva dichos episodios no expresan
correctamente sus reglas sociales de funcio-
namiento y lo acaban ubicando en una
posición débil.

59. Un análisis, basado en la experiencia
estadounidense, de esta cuestión se encuentra
en Feeley y Simon (1995).
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tegias penales hacia la identificación de
determinadas categorías y segmentos de
la población (segmentos de riesgo),
aquellos que según las técnicas de
análisis criminológico focalizan los
miedos de la población o son los actores
fundamentales de los actos delictivos.

A partir de este esquema de análisis y
tratamiento de la información delictiva,
las instituciones han aprendido a
desarrollar estrategias que consisten más
en gestionar los riesgos detectados,
demostrando que algo se está haciendo
para evitarlos, que en trabajar sobre las
causas –entre ellas las sistémicas– a las
que se deben.

En este último sentido se observa cómo
los objetivos de las políticas de seguridad
(sean asistencialistas o penales) son
renovadamente sistémicos. La rehabi-
litación del delincuente o el control del
delito han dejado paso a la necesidad de
identificar y manejar a los grupos más
difíciles de controlar –aquéllos que van
quedando en los márgenes del sistema
social– a través de una correcta coor-
dinación sistémica. En esta lógica se
impone el mantenimiento o la optimi-
zación de los indicadores del funcio-
namiento interno de las instancias
penales (por ejemplo, la reducción de los
casos en espera de sentencia o la rapidez
en la atención a la víctima del delito) y
se relativiza la obtención de objetivos
sociales externos (por ejemplo, la justicia
social).

Por otra parte, debe tenerse en cuenta,
aunque el tema puede parecer de menor
trascendencia al pertenecer al ámbito
más operativo, que también las técnicas
utilizadas por el sistema penal se trans-

forman, desarrollándose formas de cus-
todia y de control con costes reducidos
y que permiten la identificación y
clasificación por grupos de riesgo60.

Pero esta estrategia managerial plantea
un problema relativo –también aquí– al
ámbito de la legitimación: se trata de una
racionalización de carácter tecnocrático
que tiende a aislar a las instituciones de
las “confusas” demandas sociales y que
dificulta una evaluación de su actividad
realizada por instancias externas. Como
indican Feeley y Simon (1995, 41),
“limitando la evaluación a indicadores
que pueden controlar, las adminis-
traciones se aseguran que sus problemas
tendrán soluciones”.

La segunda reacción del sistema penal
ante la crisis ha consistido en dotarse de
mecanismos de flexibilidad que se ponen
en marcha cuando la información sobre
el delito es introducida en el mundo
procesal. Fenómenos como la discrecio-
nalidad en el ejercicio público de la
acción penal o la presencia, cada vez más
importante, de formas de negociación
entre acusador y acusado (Ferrari, 1989,
150-155) cuestionan la imagen
simplificada del sistema penal como un
poder estatal monolítico que intenta
dirigir los procesos sociales desde la
imposición a la población de concretos
imperativos éticos. Estos fenómenos

60. Debe destacarse que detrás de estas cuestiones
suele haber en juego principios fundamentales
del Estado de derecho. Piénsese, por ejemplo,
en cuestiones como la criminalización de
determinados sectores de la población con
base en su origen étnico o en la polémica que
surge del uso de videocámaras como técnica
de control de determinados espacios y grupos
de riesgo.
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generan en los actores jurídicos implica-
dos prácticas cada vez más cercanas a la
valoración y autorregulación de los
intereses en juego, intereses que pueden
afectar tanto al concreto caso que sea
objeto de análisis en el proceso penal
como a los diversos subsistemas a los
que ese caso y ese proceso afectan61.

4.4 La policía como generadora de
saber sobre los riesgos sociales

¿Qué papel ha pasado a jugar la policía
en esta gestión managerial del riesgo?
No parece arriesgado afirmar que, al
menos en ciertos contextos socio-
políticos, se presenta a la policía como
una instancia dispuesta a retomar
algunas de las promesas de bienestar
dirigidas al hombre vulnerable62.

Hace muy pocos años W. Bratton (1996),
el líder de la reforma del Departamento
de policía de la ciudad de Nueva York
efectuada entre 1994 y 1996 bajo la
estrategia de la tolerancia cero, se pre-
guntaba si una policía de carácter
reactivo servía realmente para hacer
frente a la preocupación social que
generan los problemas sociales y si la
institución policial debía abstenerse de
jugar un papel social en la prevención
de la delincuencia. De esta manera
Bratton ponía sobre el tapete, con la
tradicional cuestión de la incidencia real
de las estrategias organizativas y opera-

tivas de la policía sobre los problemas
que sufre la población, la posibilidad de
una recuperación sistémica de la
institución policial. Y por si lo anterior
fuera poco él mismo ponía en marcha
un proceso destinado a dicha recupe-
ración, proceso que se ha convertido en
uno de los ámbitos de discusión más vi-
vos, al menos en el exterior, de la política
social estadounidense63.

En nuestra opinión, la experiencia de la
tolerancia cero introduce demasiados
elementos de tensión –tanto dentro de la
misma policía como respecto del sistema

61. Para un análisis de estos fenómenos en el
ámbito judicial español pueden consultarse los
trabajos de P. Casanovas (1994, 1995 y 1998).

62. “El policía, como parte integrante del conjunto
de elementos sociales que es, tiene que ser
considerado un agente especializado en la
defensa global de la calidad de vida de la
colectividad” (Martín, 1990, 177).

63. No es el momento de realizar un análisis en
profundidad de la estrategia de seguridad
basadas en la tolerancia cero ni de los argu-
mentos criminológicos y sociopolíticos en que
ésta se basa (sobre estos argumentos recordar
las referencias indicadas al final de la nota 38
de este texto), pero sí parece conveniente dar
una información somera sobre estas cues-
tiones.
La experiencia liderada por Bratton, suele
esgrimirse que su reforma implicó una
reducción espectacular del número de delitos
graves producidos en la ciudad (una reducción
de un 37% en los asesinatos, de un 31% en
los robos con intimidación o violencia y de
un 27% en la criminalidad en general),
consiste en una variante del modelo de policía
comunitaria que presenta como apoyo argu-
mental la perspectiva criminológica de los
vidrios rotos (Wilson y Kelling, 1994). Esta
teoría hace referencia a la relación entre
incivismo y delincuencia, afirmando, de
manera un tanto genérica, que el abandono y
deterioro de un espacio público acaba
generando, si no encuentra una clara reacción
institucional, un ámbito de criminalidad. For-
mula, en consecuencia, la necesidad de actuar
sobre esos espacios: se trata de dar importancia
a los problemas de la vida cotidiana de los
ciudadanos, de cooperar con la sociedad para
evitar la degradación urbana, la extensión del
incivismo y del sentimiento de inseguridad,
ejerciendo una estrategia claramente
proactiva.
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judicial y político– para que pueda
constituirse en un modelo a seguir. En
todo caso su interés reside en haber
hecho de Nueva York un laboratorio en
el que se ensayó en vivo hasta dónde
podía llegar, y con qué consecuencias,
la combinación entre una estrategia
policial hiperactiva y una gestión orga-
nizativa de carácter managerial.

Ahora bien, lo importante es que tras ese,
por decirlo de alguna manera, expe-
rimento de resistencia liderado por
Bratton emerge una determinada manera

de entender el trabajo policial que
permite recobrar a la policía su carácter
de fuente de información fundamental
para el desarrollo de la actividad
institucional, y no sólo en el ámbito
público. Ericson y Haggerty (1998)
proponen un modelo de comunicación
del riesgo para comprenderla.

Este modelo interpretativo exige analizar
cómo identifica y administra la policía
los riesgos pero teniendo en cuenta la
actividad y las necesidades de otras
instituciones. Un análisis de este tipo
pone de manifiesto, según Ericson y
Haggerty, que una buena parte de los
datos relativos al delito producidos y
almacenados por la policía no tienen
como finalidad inmediata servir para la
persecución y el enjuiciamiento de las
actividades criminales sino que son
diseminados –mediante diversos meca-
nismos comunicativos– en dirección a
instituciones que forman parte de otros
subsistemas sociales (la sanidad, los
seguros, la asistencia social, las finanzas,
la educación, etc.) para satisfacer sus
necesidades de gestión de aquellos
riesgos específicos de los que conocen.
La policía, que es presentada como
coerción visible, produciría de esta
manera un conocimiento que alimenta a
los mecanismos de información de
instituciones no coercitivas.

Ericson y Haggerty sostienen, por tanto,
que la necesidad de información de los
diversos subsistemas sociales permitiría
restaurar la fractura que la lógica del
Estado social habría generado entre la
policía y sistema social. La policía puede
ser recuperada por el Estado de bienestar
en crisis, y puede contribuir merito-
riamente al mantenimiento del orden del

En el ámbito policial, Bratton tradujo esta
visión en una actitud profesional: no hay que
ser tolerante hacia delitos menores, faltas y
transgresiones que degradan el ambiente y
terminan generando un ámbito de delincuencia
y un sentimiento de inseguridad. A partir de
este punto se desarrolla la estrategia de la
tolerancia cero cuyos elementos más signi-
ficativos se centran en la reorganización
policial y descentralización de las decisiones,
en la constitución de sistemas de información
policial altamente desarrollados y en una
planificación, seguimiento y evaluación
constante de la actividad policial –que sigue
el sistema de dirección por objetivos– en cada
una de las áreas policiales establecidas.
Sin duda se trata de una estrategia que, más
allá de sus resultados (por una parte, es posible
plantear dudas sobre la incidencia real de la
actividad policial en la reducción del número
de delitos; por otra, son conocidos los pro-
blemas que su aplicación ha generado: una
mayor dureza en las actuaciones policiales,
una confusión en los niveles de interlocución
con otros agentes sociales y la aparición de
un sentimiento de desconfianza en deter-
minados sectores de la población que se
sienten victimizados por la acción policial en
lugar de protegidos), parece dar una mayor
confianza al profesional de la policía, evitando
su desmoralización.
Para obtener una información más amplia
sobre la tolerancia cero puede acudirse a Bas
y Coloma (1998), Bratton (1996), Gresty
(1996), Hayes (1998) y Roché (1998).
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sistema, si asume que sus dos opera-
ciones básicas (la vigilancia del territorio
y la producción de un conocimiento abs-
tracto sobre los riesgos y sobre la iden-
tidad y la progresión social de los sujetos
vinculados a ellos) tienen ahora también
unos destinatarios externos y se dota de
los instrumentos técnicos necesarios
para hacer posible este intercambio de
información64.

Concretamente, la organización policial
debe ser capaz, en primer lugar, de reo-
rientar las rutinas policiales en el sentido
de que el policía de a pie pueda trans-
formar en información relevante sus
encuentros con diversos tipos de inci-
dentes, y, en segundo lugar, debe estruc-
turar su trabajo administrativo de manera
que resulte compatible con las tecno-
logías informáticas. Estos dos objetivos
son básicos para poder establecer una
cartografía de los disturbios.

Esta cartografía, según como se utilice
e interprete, puede funcionar como un
sistema de seguimiento de los movi-
mientos de la población en el espacio y
en el tiempo –que constituye un elemen-
to muy útil a la hora de decidir sobre la
implantación territorial de las insti-
tuciones que desarrollan las diversas
políticas públicas (dispensarios socio-
sanitarios, colegios, centros de actividad
cultural y deportiva, etc.)– y permite que
la policía establezca perfiles tipo, tanto
de autores como de víctimas, en materia
de riesgo.

Estos perfiles constituyen un conoci-
miento que se puede servir, de manera
transversal, a las diversas áreas implica-
das en las políticas públicas, generán-
dose de esta manera sistemas abstractos
de confianza interinstitucional en los que
la policía ocupa un lugar relevante65. Por
tanto, desde esta perspectiva el trabajo
policial es resultado de una demanda
externa al mismo tiempo que de una
inquietud, vivida internamente, de sumi-
nistrar un conocimiento presentable.

Este modelo interpretativo se enfrenta
claramente a las explicaciones, de sesgo
policentrista, que insisten en que la poli-
cía produce saber con la única finalidad
interna de management, de manera que
la producción y distribución de ese saber
responderían exclusivamente a criterios
policiales y sólo serviría a los fines
propios de la institución (Ericson y
Haggerty, 1996, 187-194). Estas explica-
ciones, en la línea anteriormente citada
de Feeley y Simon (1995), afirman que
en última instancia el conocimiento ela-
borado por la policía no permite asegurar
que los problemas registrados serán
resueltos pero sí permite proteger a la
administración contra la acusación de no
haber hecho nada frente a los mismos.

Ericson y Haggerty critican las inves-
tigaciones que sostienen esta tesis por
quedarse en un nivel de análisis centrado
en la institución policial y por interesarse

65. A este respecto no debe olvidarse, como señala
Douglas (1996), que las instituciones tienden
a pensar de manera rutinaria sobre los indi-
viduos, contribuyendo con ello a la elabo-
ración continua de clasificaciones y de
formatos de comunicación más o menos
estereotipados.

64. En esta lógica, la policía comunitaria debe ser
entendida, incluso en sus formas más
experimentales, como un discurso que intenta
racionalizar la gestión de los riesgos sociales.
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únicamente por los flujos internos de
información, eludiendo el análisis de
los flujos que van más allá de la misma.
De esta manera resulta imposible com-
prender las vías por las cuales las institu-
ciones externas, públicas y privadas,
recurren a la policía para obtener infor-
maciones útiles para sus propias
actividades66.

5. REFLEXIONES FINALES

De la evolución de la idea de seguridad
que hemos intentado trazar se desprende
que la institución policial se está pos-
tulando como instancia idónea para
ejercer un papel central en las estrategias
públicas de seguridad. También se
desprende de esta evolución que llegar
a ejercer de manera efectiva ese papel
tiene bastante que ver con lo que la
policía pueda ofrecer, desde un punto de
vista funcional, al mantenimiento del
orden del sistema social (o, al menos, a
la construcción de una cierta imagen del
mantenimiento del orden).

Este dato no es nuevo. El hecho de que
la institución policial se proponga como
un mecanismo de información relevante
sobre la desviación –no así sobre la nor-
malidad cotidiana, pues en ese ámbito
múltiples agencias, públicas y privadas,
disponen de más información– cons-
tituye un retorno a las estrategias de con-
trol que se han venido proponiendo
desde sus propios orígenes. Lo que ha
cambiado es el contexto en el la policía
realiza esta oferta y el planteamiento que
le sirve de justificación.

No está claro si la institución policial
podrá solucionar por sí sola los obs-
táculos que tradicionalmente han
impedido que esta propuesta sea tomada
en serio por el resto de los subsistemas
de control social y por el sector privado
cuya actividad se dirige al ámbito del

66. La inclusión de la policía en los procesos
comunicativos de definición de los riesgos
propuesta por Ericson y Haggerty debe ser
tomada con prudencia y exige una cons-
tatación empírica que manifieste su verdadero
alcance. Desde una perspectiva meramente
teórica, creemos que para que esta inclusión
se produzca en los términos descritos es
necesario que el contexto sociopolítico
manifieste un elevado nivel de aceptación del
principio de coordinación sistémica ante-
riormente comentado. Por lo tanto, y en lo que
hace referencia a nuestro concreto entorno, es
recomendable pensar en esta capacidad de la
policía como una capacidad potencial todavía
no descrita fácticamente.
En nuestra opinión, y siempre hablando desde
el contexto español, el análisis del trabajo de
las policías locales podría aportar datos

interesantes en este sentido ya que éste es,
probablemente, el ámbito donde existe una
mayor tradición de intercambio de infor-
mación entre policía y otros servicios públicos
municipales.
Ahora bien, lo que revela la simple
observación de este intercambio es la
unidireccionalidad del mismo: el carácter poco
burocrático de las organizaciones de policía
local ha permitido que éstas hayan aportado
información relevante a los diversos depar-
tamentos municipales y que hayan funcionado
como su brazo ejecutor, sin embargo parecen
existir reticencias para que la información
circule en sentido contrario (desde el resto de
departamentos municipales hacia la policía),
de manera que cuando las policías pretenden
asumir un rol directivo en la acción pública
se les ha dificultado institucionalmente el
acceso a la información.
Una manifestación paradigmática de esta
unidireccionalidad se encuentra en la relación
entre policía local y servicios sociales, basada
en un recelo histórico que ha hecho que sus
colaboraciones no hayan ido más allá de
hechos puntuales o de iniciativas personales.
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riesgo y de la seguridad67. Pero si la
funcionalidad ofrecida por la instancia
policial fuera tan valiosa como para
obtener el reconocimiento necesario –y
un nuevo equilibrio sistémico– todavía
quedaría por responder la pregunta
relativa a si la propuesta policial nos
convence, en cuanto que ciudadanos,
desde el punto de vista de su racionalidad
democrática.

Creemos que los problemas que se
plantean en este nivel son demasiado
relevantes como para pasar desa-
percibidos. La entronización de la idea
de riesgo social concreto en el ámbito
del control penal puede conducir a
consecuencias inesperadas: disponemos
de ejemplos que manifiestan que una
norma que resulte injustificable en
términos democráticos, aunque se
escude en la protección de nuestra
seguridad, no hace sino generar espacios
de recíproca indiferencia entre derecho

67. Aparecen aquí cuestiones muy diversas en
parte desgranadas a lo largo de este trabajo:
la inestable relación con el sistema judicial,
la dificultad para racionalizar la información
en un marco de competencia entre diversas
policías (que no sólo dependen de diversas
administraciones sino que manifiestan
diversas formas de entender el binomio terri-
torio/soberanía), los límites de la capacidad
de apertura al cambio del sistema policial, los
problemas económicos que las organizaciones
complejas representan para un Estado de
bienestar en crisis, las contradicciones
existentes en los mensajes que se distribuyen
mediáticamente sobre la policía, etc.
Lo que sí está claro, al menos desde nuestra
perspectiva, es que es erróneo pensar que la
solución de los problemas de la organización
policial por la vía de planteamientos tecno-
cráticos pueda resolver las cuestiones sociales
que se mueven tras la problemática de la
desviación.

y sociedad; intuimos que la protección
hipertrofiada y externalizada del hombre
vulnerable puede tener graves efectos en
las estructuras de convivencia, como la
destrucción de normas y procedimientos
de autorregulación social, especialmente
sensibles por lo que hace a las situa-
ciones de riesgo; y, finalmente, tememos
que un derecho y un sistema penal que
vengan orientados por criterios de opor-
tunidad sociopolítica y que presenten
miras extraordinariamente mediáticas
pueden acabar atentando contra la propia
autoridad del instrumento jurídico
utilizado y del sistema político que lo
utiliza68.

Todo lo anterior parece aconsejarnos
tomarnos en serio, no sólo desde una
perspectiva fáctica e individualista sino
también desde un enfoque teórico atento
al devenir de las dinámicas sociales, la
cuestión de la seguridad.
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